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				A quienes apuestan por un compromiso moral, con valentía cívica, por construir una cultura de tolerancia, solidaridad y derechos humanos; por levantar un frente social que no deje resquicios al fanatismo y a la violencia; por erradicar la intolerancia de la faz de la Tierra 


			


			

	    


	 	

	    

            



			 




			Prólogo 


			

			



				«Queda prohibido no sonreír a los problemas, 




				no luchar por lo que quieres,  




				abandonarlo todo por miedo, 




				no convertir en realidad tus sueños.» 




				PABLO NERUDA, poeta chileno 




			


			



			 




			La historia de este libro arranca el 19 de noviembre de 2009, a las puertas del Juzgado de Navalcarnero, en Madrid. Acababan de tomarme declaración a raíz de una denuncia-represalia que había interpuesto contra mí José David Fuertes, alias el Tocho, asesino del adolescente negro Ndombele. Desde prisión y una vez confirmada su condena por el Tribunal Supremo, me ponía una querella criminal por mencionarle en ciertos párrafos de uno de los capítulos de mi anterior libro, Los crímenes del odio; precisamente aquel capítulo en el que relataba el asesinato que terminó con él en la cárcel. No acababa ahí la cosa, el Tocho extendía su denuncia a Ediciones Temas de Hoy, que lo había publicado, a la empresa que había realizado el diseño de la portada e incluso a la imprenta. Después de este perverso uso del derecho, del que salió perdedor en los juzgados, la editorial me invitó a contar el desarrollo del caso por su enjundia —como se podrá comprobar en la lectura del capítulo que lo aborda en este nuevo libro— y, de paso, realizar una mirada de lo acaecido en los últimos años, pues el «libro denunciado» data de 2003 y desde entonces han ocurrido muchas cosas respecto al avance de la intolerancia; sobre todo, lo más grave, nuevos crímenes de odio. 




			Lógicamente, estas páginas se centran en las víctimas del racismo y del odio, y, junto a ellas, la lucha que libramos contra los delitos de intolerancia criminal. Pero también nos preguntamos por qué, hasta ahora, el racismo y los daños motivados por el odio neonazi no han sido un problema público asumido a fondo por el Estado, dada su responsabilidad a la hora de prevenirlo; debería haber implementado una política criminal rigurosa y seria, orientada a su erradicación o al menos a impedir eficazmente su desarrollo, y sobre todo debería poner empeño en resarcir y tratar de manera adecuada a las víctimas. No se puede consentir el racismo, ni la xenofobia, ni el antisemitismo, ni la islamofobia, ni el neofascismo, ni la homofobia, ni ninguna otra manifestación asociada de intolerancia que niegue dignidad y derechos a las personas que son diferentes. No se pueden trivializar los delitos de odio. Un Estado democrático tiene el deber de actuar de forma congruente frente al problema. Y no lo está haciendo. No ataca a fondo las causas y raíces, tampoco asume sus consecuencias. Esa es su responsabilidad. En el resto de Europa, en Estados Unidos y en otros países, al menos se reconoce su existencia, mientras que en España se sigue banalizando. 




			Los delitos e incidentes motivados por el odio son delitos que causan un gran impacto en comparación con el delito común, pues envían un terrible mensaje a comunidades enteras: «Negamos vuestro derecho a ser parte de la sociedad», viene a decir, amedrentando al resto del colectivo de identidad o pertenencia. Al atacar a una persona están atacando a todas las similares, porque ni la víctima ni su colectivo en general pueden o quieren cambiar aspectos que los caracterizan.  




			Cualquier infracción penal motivada por prejuicios o animadversión a la víctima a causa de su conexión, pertenencia o relación con un grupo social vulnerable de intolerancia indica que estamos ante un delito de odio. No son delitos comunes, son delitos motivados por prejuicios o fobias que dañan a personas, a sus propiedades y al grupo con el que se identifican. No se trata de simple discriminación, que también puede ser delito de odio; va más allá porque existen bastantes infracciones penales que no se pueden reducir a un acto discriminatorio.  




			El poder perturbador del miedo que causan los delitos de odio se extiende mucho más lejos de los límites de un Estado y tiene la capacidad potencial de intensificar e inducir conflictos a mayor escala, como nos demuestra la historia. De ahí la importancia de avanzar en la legislación penal contra estos delitos y hacer frente a la propaganda racista que opera para que no se distinga entre delito común y delito de odio en su intento de ocultar su verdadera naturaleza. 




			La primera advertencia que hay que hacer ante quienes restan importancia a la existencia de delitos de odio en España es que no somos diferentes, y al igual que el resto de países europeos, más en unos y menos en otros, el problema existe y se alimenta al calor de las circunstancias globalizadoras que posibilitan su expansión. Así que, un primer consejo: nuestros responsables políticos deben dejar su discurso banal que reduce los delitos de odio a la existencia de «tribus urbanas», a un problema que califican de «preocupante pero no alarmante». Les invitamos a que pregunten a las víctimas sobre la alarma que les causa un delito de odio y tras escucharlas comprobarán que es horror de por vida. Nuestro país no es racista pero hay una España racista que no solo no debemos ocultar sino que debemos erradicar. 




			La segunda advertencia trata de lo peligroso que resulta despilfarrar el tiempo que tenemos para reaccionar frente al problema. La intolerancia racista y xenófoba, antisemita e islamófoba, neofascista y homófoba, ha llevado a las tres instituciones europeas, a través de sus organismos especializados en la OSCE (Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa), el Consejo de Europa y la Unión Europea, junto a la ONU, a mostrar su alarma por el recrudecimiento de los ataques violentos contra inmigrantes y minorías como los gitanos, recordándonos de paso que la historia de Europa muestra cómo una depresión económica puede llevar trágicamente a un incremento de la exclusión social y a una persecución genocida. Y para ejecutar esos planes no faltan neonazis, que ya se han hecho visibles estos últimos años en sus desfiles de exhibición en Dresde, adonde acuden varios miles de todas las alcantarillas del continente, entre ellos un nutrido grupo de nuestro país. Esta turba promueve de forma masiva el odio al diferente, practica la violencia difusa y ataca los valores democráticos. 




			Mientras tanto, la acción institucional democrática para impedir el crecimiento de la xenofobia en toda Europa no solo es débil, sino que a veces es únicamente estética, y sus políticas de prevención, insuficientes; en muchos casos los diversos gobiernos actúan influidos o tienen en su seno a líderes de la nueva ultraderecha protagonizando episodios insidiosos contra los derechos humanos, admitiendo y emitiendo discursos de miedo, odio y construcción de chivos expiatorios, como sucede con los gitanos en Francia, Italia y otros países, donde les condenan a la exclusión o la deportación.  




			En España faltan acuerdos de Estado en lo más esencial, como en políticas de integración —con especial énfasis en la educación de los descendientes de inmigrantes orientada a una mayor participación en la sociedad que evite su marginalización— y políticas de vivienda frente a los dramas hipotecarios a raíz de la crisis económica. También en políticas de pluralismo cultural y religioso que garanticen espacios para lugares de culto e impidan campañas de intolerancia religiosa; en políticas de participación en procesos democráticos, que integren de manera visible a representantes en candidaturas municipales y autonómicas, extendiendo el derecho al voto; y en general en políticas sociales facilitadoras de convivencia y ciudadanía, y de reagrupación familiar, incluso de una regularización más asequible frente a las crisis personales y familiares que se viven en situaciones de desempleo e irregularidad sobrevenida, y desde luego en prevención de xenofobia, intolerancia y ayuda a víctimas de delitos de odio. 




			Asimismo, el discurso político prevalente en nuestro país (como en Europa) no es correcto, y obvia el aporte integral de la inmigración a la que debemos la mitad del crecimiento del PIB de los últimos cinco años de «esplendor», y que ha asumido los trabajos más duros, peor remunerados, contribuyendo al superávit de las cuentas públicas: se obvia su aporte sociocultural y se oculta que les necesitamos tanto como ellos a nosotros. Incluso en no pocas ocasiones, el discurso de algunos líderes resulta bochornoso al afirmar la prioridad «nacional» en materia de derechos o vincular la delincuencia al inmigrante como sempiterno recurso para tapar la ineficacia en seguridad ciudadana. Más grave es cuando partidos políticos democráticos adoptan el populismo xenófobo con intención de conseguir una mejora en sus resultados electorales, incurriendo en manifestaciones como las que han llevado a declarar a un dirigente del PP en Catalunya ante el Servicio Especial de la Fiscalía de Barcelona para delitos de odio y discriminación. Ni que decir tiene que los partidos políticos racistas y xenófobos deberían estar ya ilegalizados de acuerdo con nuestra legislación vigente. 




			En cuanto a la violencia protagonizada por grupos neonazis, lejos de desaparecer se ha estabilizado y, pese a que oficialmente se niegue, existe y está entre nosotros desde hace años; se alimenta de discursos de intolerancia al diferente, al vulnerable y también de rechazo a la convivencia democrática, confirmando el viejo adagio de «la propaganda que precede a la acción». Los nuevos nazis, como los viejos, atacan a las personas, no a las ideas; incitan al odio, estimulan un ambiente social dañino e inducen por diversos medios a que alguien ejecute las acciones que ellos señalan o significan, cuando no las organizan directamente. 




			Entiendo y comparto la posición de la OSCE y del Consejo de Europa de promover leyes de delitos de odio y de reforzar la legislación antidiscriminatoria. Precisamente, la intolerancia extremista y el neonazismo abominan del avance legal contra este tipo de criminalidad que en su delirio victimista llegan a calificar de «derecho penal de autor». Resulta paradójico que los que tienen por ideal el derecho nacionalsocialista sean quienes acusen a los que combatimos los crímenes de odio de lo que sus referentes históricos nazis realizaron persiguiendo y acabando con la vida de millones de personas por su condición de judíos, gitanos, opositores u otras víctimas. Las leyes de delitos de odio, los agravantes penales, los tipos delictivos específicos no se reclaman en función del autor o de su ideología, nadie los prejuzga: lo que se persigue es la sanción de actos y conductas que vulneran los derechos de la víctima y nos ponen en peligro a todos. De igual manera, la libertad de comunicación que reclaman para amparar su propaganda del odio tiene legalmente como límite la protección universal de la dignidad y los derechos fundamentales de las personas. 




			Con este libro he tratado de contribuir al reconocimiento de un problema negado por sistema, por decisión política, negado de una forma persistente por diferentes gobiernos de la democracia que han apostado por minimizar y ocultar la realidad y por tanto maquillar la verdad ante la sociedad, quizá creyendo que lo que para ellos podrían ser «brotes puntuales», que disfrazaban en un discurso de «tribus urbanas», se iría diluyendo hasta su desaparición o en cualquier caso, como así me manifestaron altos cargos, creyendo que no conviene aceptar públicamente estos hechos, al menos hasta que esto no «alcance un punto crítico». Siempre he acusado de irresponsable indolencia institucional y de abandono a las víctimas a los gobiernos, de un signo u otro, que han tenido responsabilidad al respecto. Lo hago, a su vez, desde un enfoque novedoso, holístico, el de la lucha contra la intolerancia que supera el atomismo del enfoque racista clásico, al abordar un conjunto de problemas alimentados por el síndrome autoritario que niega la igual dignidad de las personas. Es una ruptura epistemológica con el enfoque clásico de la lucha contra el racismo que se sitúa en el eje prejuiciosdiscriminación. Pues bien, el odio existe y no hace falta tener prejuicios para odiar; el poder existe y sin prejuicios también se puede dominar, reducir al «otro» a la subalternidad y negar al diferente. Es obvio que el prejuicio existe y que hay que trabajar por neutralizarlo, ahora bien, no se puede ocultar y banalizar la acción de los «grupos de odio» que generalmente son fanáticos, causan estragos, y hay que erradicar. Lo latente social y lo criminal, ambos con vida propia, son los raíles por donde transcurre la intolerancia en su triple dimensión de discriminación, de odio y de violencia. 




			El libro La España racista transcurre en primer lugar por un bloque de capítulos que nos llevan a casos conocidos y significativos de víctimas de la intolerancia más criminal, como la bárbara agresión xenófoba al inmigrante congoleño Miwa Buene, también al caso del Tocho, asesino en Costa Polvoranca de Alcorcón (Madrid) de un menor negro, y al recuerdo desde su inicio convencional hasta la actualidad de diversos crímenes de odio. Continúo con un bloque que analiza las raíces del odio y sus semillas, la ofensiva xenófoba en un contexto de crisis, el papel de Internet en la difusión neofascista, la situación europea y el diagnóstico en España.  




			Finalmente, otro bloque de capítulos nos describen la respuesta institucional y social que va emergiendo poco a poco a partir del impulso europeo de las Directivas de Igualdad de Trato y de iniciativas nacionales, aún insuficientes, el papel de las fiscalías de delitos de odio y algunas sentencias judiciales pioneras contra el racismo junto al avance de la lucha democrática por parte de una sociedad que se organiza frente al problema.  




			Quiero detenerme en el papel desempeñado en esta lucha por Movimiento contra la Intolerancia, ONG de la que he sido su promotor y que creamos a partir de la conmoción generada por el asesinato racista de Lucrecia Pérez. En su inicio contamos con la experiencia de profesores pioneros en Educación para la Tolerancia como Tomás Calvo Buezas, de supervivientes del Holocausto como Violeta Friedman, que combatió en los tribunales a Léon Degrelle, y con la determinación de un grupo de jóvenes dispuestos a ir a las escuelas a sensibilizar a los adolescentes, a solidarizarse con las víctimas, a denunciar en los juzgados el delito de odio y a luchar democráticamente, mano a mano con el Estado de derecho, contra el neonazismo. Desde su origen hemos atacado los tres pilares que siempre posibilitaron el crecimiento nazi-fascista, a saber, la creación de una atmósfera de intolerancia hacia el imaginario expiatorio, la normalización de la violencia en los conflictos sociales y el ultranacionalismo que alimenta el victimismo falso y peligroso del «defendamos lo nuestro». También desde el origen del proyecto que defiendo, hemos abordado la lucha con un enfoque integral, expresando abiertamente que una lucha honesta contra el racismo debe asumir el rechazo de todas las manifestaciones de intolerancia. Sirva de ejemplo el asesinato de la dominicana Lucrecia Pérez por neonazis. Acaban con su vida por ser inmigrante (xenofobia), negra (racismo), pobre y sin techo (aporofobia) y por fanatismo ideológico (neofascismo). No se puede restringir el discurso de respuesta, fragmentar la lucha y la contestación social e institucional frente a un problema global y diverso: la intolerancia, así como frente a quienes lo promueven organizadamente en diversos ámbitos. Una lucha sensata contra el racismo y la xenofobia debe llevar aparejado un compromiso de acción solidaria contra la homofobia, el antisemitismo, la islamofobia, el sexismo y toda manifestación social o política que niegue igual dignidad y derechos por ser diferentes, es decir, por intolerancia. 




			En un mundo globalizado que debería apreciar la diversidad como una riqueza y la igualdad como salvaguarda de una convivencia civilizada y moderna, nos encontramos con un fantasma que nos devuelve a esa Europa del horror que creíamos enterrada para siempre. A ello responde mi labor en el proyecto de Movimiento contra la Intolerancia y esto es lo que no soporta el neofascismo que me difama, amenaza y mantiene su permanente agresión, a la que respondo confirmando, día a día, mis credenciales siempre antirracistas y antifascistas, desde luego, de demócrata profundo con ideales ecopacifistas. 




			Siempre he apostado por luchar democráticamente contra el racismo y cualquier forma de totalitarismo, por negar cualquier ruta de violencia, recordando a los más jóvenes que ese es un camino que solo concluye trágicamente en cárcel, hospital o cementerio, por educar en los derechos humanos y para la tolerancia, para promover una sensibilidad preventiva de la violencia, por ayudar a las víctimas, por personarse judicialmente, informar a la ciudadanía y a las instituciones... Pero hoy, como explico en los últimos capítulos, hay que ir a más en esa lucha democrática. La situación de crecimiento del neofascismo y sus expresiones de violencia nos reclaman y urgen para una firme reacción política y social, basada en una apuesta por la democracia militante en los derechos fundamentales, generadora de instrumentos y actuaciones eficaces, que no desconozca el pasado para comprender el presente y conquistar el futuro. Necesitamos un nuevo activismo contra la intolerancia porque de lo contrario corremos el riesgo de sufrir aquello que nos señalaba en su poema el pastor protestante Martin Niemöller —por error adjudicado a Bertolt Brecht—, y que en los tiempos que corren podríamos parafrasear de esta manera: 




			



			 




			Primero fueron a por los inmigrantes  




			y como yo no lo era, ni me inmuté.  




			Después a por los sin techo, gitanos, judíos, musulmanes,  




			homosexuales, punkis y cualquier otro diferente,  




			pero como no me tocó, no reaccioné.  




			Finalmente, vinieron a por mí,  




			entonces ya no quedaba nadie para defenderme. 
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			Víctimas de la intolerancia 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			Capítulo 1 


			

			 




			Víctimas de delitos de odio y acusación popular 




			

			

				«Hallaré un camino o me lo abriré.» 




				ANÍBAL, general cartaginés 




			




			 




			En nuestro país, al igual que en toda Europa y en otras regiones del mundo, se producen de manera reiterada delitos de odio. La Organización para la Seguridad y Coordinación en Europa (OSCE) ha venido insistiendo desde 1990 acerca de este grave problema y demandando el compromiso de los gobiernos y de los Estados. La preocupación alcanza a Naciones Unidas y al Consejo de Europa, que instaron con urgencia a adoptar medidas eficaces. Más claro lo tenemos las organizaciones que trabajamos desde una perspectiva victimológica, cuando insistimos en señalar que el daño que produce un delito de odio no solo afecta directamente a la víctima, sino también a su familia, sus amigos, su colectivo de pertenencia, su realidad asociada, así como a entidades que los apoyan y a toda la sociedad democrática que ve degradada su convivencia, generando graves riesgos futuros para la paz. 




			Sin embargo, los gobiernos y los Estados en general tardan en reconocer la existencia de este problema delictivo, mucho más si se trata de abordar y poner freno a faltas e incidentes por odio que consideran menos graves. Las legislaciones actuales no reconocen de manera satisfactoria el daño que causan los crímenes de odio a la seguridad individual, al orden público y a la paz social. Faltan operadores jurídicos especializados, de ahí la importancia que conlleva el ejercicio de la acusación popular en los procedimientos judiciales, apoyando a las víctimas o colaborando con el Ministerio Fiscal, más aún en los procedimientos a organizaciones ilícitas.  




			



			 




			DELITOS DE INTOLERANCIA Y CRÍMENES DE ODIO 
			



			 




			Aunque la existencia de los delitos de odio es tan antigua como la humanidad, su reconocimiento en el orden jurídico no comienza sino hasta hace pocas décadas. Hay que esperar al avance internacional de los derechos humanos y al avance en el ordenamiento jurídico internacional para que se señale el odio contra el diferente como causa singular que origina o motiva un delito. El concepto de «delito de odio» tiene sus raíces en el derecho anglosajón (hate crime), germánico y latino, aunque socialmente se le conoce como delito motivado por intolerancia, es decir, por prejuicios o animadversión que niegan dignidad y derechos a personas y colectivos que estiman diferentes. El término «crímenes de odio» queda reservado, quizá, para los delitos más graves, especialmente homicidios y asesinatos. 




			Los delitos de odio son manifestaciones violentas de intolerancia —así lo afirma la OSCE—, y tienen un profundo impacto no solo sobre la víctima inmediata sino también sobre el grupo con el que la víctima se identifica. Afectan a la cohesión de la comunidad y a la estabilidad social. Por lo tanto, enfrentarlos a una respuesta vigorosa es importante tanto para la seguridad individual como para la colectiva. Los delitos de odio se distinguen de otros tipos de delitos comunes por la motivación de quien los perpetra, que es normalmente irrelevante en la aportación de los elementos esenciales de un delito, y rara vez investigada con suficiente detalle como para extraer la motivación real.  




			Cualquier infracción penal motivada por prejuicios o animadversión a la víctima a causa de su conexión, pertenencia o relación con un grupo social vulnerable de intolerancia indica que estamos ante un delito de odio. Hay que insistir ante quien lo banaliza en que no son delitos comunes, son delitos motivados por prejuicios o fobias que dañan a personas, a sus propiedades y al grupo con el que se identifican, generando diversos ámbitos de victimización social. Tampoco se trata de simple discriminación, que también puede ser delito de odio; existen bastantes infracciones penales que no se pueden reducir a un acto discriminatorio.  




			Si un sistema de justicia criminal no usa el concepto «delito de odio», la motivación no se reconoce como un elemento esencial del delito y, por lo tanto, sigue siendo invisible. De hecho, los delitos de odio ocurren, en mayor o menor medida, en todos los países. Los que cuentan con mecanismos eficaces de recogida de datos muestran niveles de delitos de odio más altos que los que carecen de ellos. Sin embargo, en estos países, los estudios sociológicos de las organizaciones no gubernamentales y otros observatorios pueden mostrar que hay un problema que no está siendo detectado y abordado por los sistemas existentes. Si se formara a los policías, los fiscales y los jueces para que entendiesen y respondieran eficazmente ante estos delitos, el daño causado por los delitos de odio podría disminuir. Es lo que sucede en España: no existe ningún sistema de recogida oficial y solo las ONG los evidencian. 




			Un obstáculo importante es la falta de definición común en los países europeos. Incluso en aquellos que han adoptado legislaciones con sanciones más severas, cuando las diversas expresiones de intolerancia (racial, xenófoba, antisemita, religiosa, de orientación sexual...) son el motivo de ciertos delitos, no siempre se aplican. Esta definición fue concebida de manera que permitiera a los Estados participantes de la OSCE su adaptación según las necesidades específicas de cada nación, llegando a considerarse como tal:  




			Toda infracción penal, incluidas las infracciones contra las personas y la propiedad, cuando la víctima, el lugar o el objeto de la infracción son seleccionados a causa de su conexión, relación, afiliación, apoyo o pertenencia real o supuesta a un grupo que pueda estar basado en la raza, origen nacional o étnico, el idioma, el color, la religión, la edad, la minusvalía física o mental, la orientación sexual u otro factor similar, ya sean reales o supuestos. 




			En los delitos de odio, las víctimas son intencionadamente seleccionadas al portar una característica específica. Se les inflige un daño físico y emocional incalculable, se atemoriza a todo el colectivo y se amenaza la seguridad de todos los ciudadanos. Reconocer su existencia implica señalar que un delito de odio puede ser cualquier delito realizado por intolerancia contra personas, colectivos sociales y/o sus bienes, cuando la víctima, los bienes o el objetivo del delito hayan sido seleccionados por prejuicios o animadversión a su condición social, por vinculación, pertenencia o relación con un grupo social definido por su origen nacional, étnico o racial, su idioma, color, religión, identidad, género, edad, discapacidad mental o física, orientación sexual, indigencia, enfermedad o cualquier otro factor heterófobo. 




			Estos delitos de intolerancia envían un potente mensaje de amenaza a todos los miembros del grupo al que pertenece la víctima. 




			La elección del concepto de intolerancia, superador de un marco limitado como el definido por la noción de racismo, viene precedida de un sinfín de hechos que recogen manifestaciones homófobas, antisemitas, islamófobas, ideológicas, culturales..., y otras agresiones por la singularidad diferenciada de la víctima, como es el caso de los indigentes que evidencian ser víctimas de abominables crímenes por fobia a su condición social de pobreza. Fundamentada en el prejuicio y ligada a manifestaciones de odio racial, nacional, sexual, étnico o religioso, o a otras formas de comportamiento que discriminan a ciertas personas o categorías de personas, la intolerancia implica un comportamiento que viola o denigra la dignidad y los derechos del prójimo, o simplemente invita a violarlos o negarlos, consagrando como valor superior, no a la persona con sus propias y diversas identidades, sino la propia identidad enfrentada a la de los demás.  




			



			 




			LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES DENUNCIAN INCUMPLIMIENTOS 




			



			 




			Los organismos europeos de derechos humanos están cada día más preocupados. Es el caso de la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos de la OSCE, que, con motivo del Día Internacional de la Tolerancia, señalaba en Varsovia el 16 de noviembre de 2009 en su informe anual1 que hubo numerosos casos de intimidación, amenazas, vandalismos, asaltos, incendios premeditados y asesinatos durante el último año. También insiste en que la totalidad de los crímenes de odio sigue estando oscurecida por la falta de datos fiables y añade su director, Janez Lenarˇciˇc, que «los crímenes de odio se han convertido en un fenómeno frecuente en muchos Estados participantes. Pero, por desgracia, la escasez de datos sobre estos delitos hace que sea difícil evaluar el verdadero alcance y la naturaleza del problema y elaborar políticas eficaces para luchar contra crímenes de odio».  




			El informe, publicado anualmente, contiene estadísticas y otra información sobre el alcance y los tipos de delitos de odio, así como las respuestas gubernamentales, y se basa en los datos recibidos de los Estados participantes, los organismos intergubernamentales y grupos de la sociedad civil, pero señala que existen importantes lagunas. Algunos países no recogen en absoluto las estadísticas sobre los crímenes de odio, mientras que otros que dicen que sí las tienen no hacen pública esta información, como España.  




			Se pone el acento en la necesidad de registrar, investigar y procesar casos de crímenes de odio, mejorar la recopilación de datos y reforzar la cooperación con la sociedad civil para complementar los esfuerzos del gobierno. En la OSCE, los Estados participantes, contrariamente a lo que muchos hacen en sus respectivos países, han adoptado una amplia gama de compromisos para luchar contra crímenes de odio porque constituyen una amenaza potencial para la seguridad nacional e internacional, ya que pueden socavar la cohesión social y sembrar las semillas del conflicto y la violencia a mayor escala. 




			También la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) del Consejo de Europa, en julio de 2010 y durante la presentación de su informe,2 expresaba su preocupación por el aumento general de la violencia racista. Este organismo creado para combatir el racismo y la intolerancia en sus cuarenta y siete Estados miembros confirmaba el aumento de las actitudes xenófobas e intolerantes, acompañadas de ataques verbales e incidentes violentos, en especial hacia las personas negras, y señalaba los insultos en eventos deportivos y cómo los ciudadanos europeos estigmatizan a los inmigrantes y los acusan de ser «los responsables de la degradación de las condiciones de seguridad, el desempleo y los déficits de los sistemas de salud». Presta el informe gran atención a los gitanos procedentes de Rumanía, que continúan sufriendo hostilidad y exclusión social, además de ver cómo sus asentamientos son atacados o derribados como después mostrarían Italia y Francia, cuyos gobiernos recibieron severas críticas de las instituciones internacionales, la Iglesia y las ONG.  




			El informe señala la percepción negativa de la población musulmana, que sigue estando discriminada en temas como el empleo, la legislación, la inmigración y la educación y tiene que enfrentarse a restricciones legales. Por eso, el texto pide a los Estados que fomenten la tolerancia y la libertad religiosa. Aborda también el preocupante antisemitismo, que «no ha desaparecido de Europa» y se manifiesta en reacciones ante conflictos internacionales, como el de la Franja de Gaza, mediante la negación del Holocausto y el vandalismo contra sinagogas y cementerios judíos. El informe tampoco olvida el odio en la red y apuesta por reforzar la cooperación internacional «con el fin de frenar la multiplicación de sitios de Internet neonazis». El ECRI recordaba que no están justificadas algunas actuaciones policiales, como practicar «detenciones en la calle según un perfil racial o la brutalidad policial de la que a veces son víctimas los grupos minoritarios». 




			Finalmente, la Unión Europea a través de su Agencia de Derechos Fundamentales (FRA), en su informe anual de 2010,3 significaba la tendencia a incrementarse las cifras de la criminalidad racista, el crecimiento del antisemitismo y del extremismo de derecha, así como los déficits de los Estados en cuanto a su conocimiento. Entre 2000 y 2008, solo doce Estados habían publicado sus estadísticas en materia de crímenes de odio, con cifras dispares por la ausencia de conceptos compartidos. España era uno de los países, junto a Italia, Grecia y Portugal entre otros, que no disponían de datos. Pero lo más estremecedor del informe es la macroencuesta que realizó la Unión Europea sobre victimización de colectivos: destapa que un 16% de magrebíes, un 17% de africanos subsaharianos y un 18% de gitanos han sufrido incidentes y agresiones motivados por el odio.  




			Tras los alarmantes datos, negar en España la necesidad de una política criminal rigurosa y eficaz contra toda forma de discriminación e intolerancia no sería un pensamiento democráticamente sensato. El primer paso debe ser la urgente modificación del discurso institucional que banaliza el problema reduciéndolo a una cuestión de «tribus urbanas» y marginalidad de «cuatro gamberros». En el plano internacional, este discurso que oculta el problema de la violencia racista y neonazi causa bochorno. Es imposible sostenerlo en ningún foro salvo que se evidencie que no existe disposición para abordar a fondo el problema. Mientras tanto, a través de Internet es posible observar centenares de páginas racistas, conferencias de antiguos SS, webs que alientan un nuevo Holocausto, partidos marginales legalizados que proclaman «nación y raza» como identidad, conciertos musicales neonazis semiclandestinos y un amplio conjunto de actividades imposible de equiparar con una marginalidad juvenil, como por ejemplo la de las «bandas latinas». 




			Existen demasiados déficits al respecto. Ni se conoce el número de hechos de odio, ni hay una aplicación correcta y suficiente de las disposiciones penales. Es necesario mejorar los instrumentos y la regulación penal, así como una política integral frente a la dinámica operativa neonazi que contemple desde el reclutamiento en el ámbito del fútbol, su organización en grupos, el adoctrinamiento en Internet y la fanatización en conciertos racistas.  




			Y mientras esto se produce, sin retraso alguno, las organizaciones no gubernamentales tienen la tarea de asistir a las víctimas, utilizar las posibilidades que ofrece el Estado de derecho, como el ejercicio de la acción popular en procesos judiciales, y ejercer su labor para impedir que los gobiernos y la sociedad se duerman frente a los delitos de odio. A su vez, las instituciones públicas tienen el deber, como así se lo requieren en todas las recomendaciones al respecto, de mantener el apoyo a las ONG que trabajan en solidaridad con las víctimas de la intolerancia criminal y garantizar la seguridad a los defensores de los derechos humanos que en numerosas ocasiones están amenazados. 




			No obstante, en los últimos años se están produciendo cambios en la sensibilidad institucional, ayudada por las campañas de las ONG y por las sentencias y su impacto mediático, que genera conciencia social. No se trata de crear alarma, pero tampoco puede persistir el silencio. Los medios de comunicación, especialmente las televisiones, han logrado proyectar en imagen la acción delictiva de la intolerancia. Sobre todo tras el asesinato de Palomino, que todo el mundo vio por las imágenes grabadas en el metro, y por el juicio de Miwa Buene, que apareció en silla de ruedas en la Audiencia Provincial de Madrid. Estas imágenes han dado la vuelta al mundo y las sentencias también. No eran peleas urbanas de pandilleros: fueron execrables crímenes de odio que toda la ciudadanía pudo observar.  




			Podemos afirmar que hay un antes y un después del ciclo judicial que comenzó con Hammerskin, continuó con Palomino, siguió con Blood and Honour y finalizó con Miwa. Cuatro procedimientos judiciales que crearon conciencia del problema, de un problema que ilustraba el Informe Raxen del Movimiento contra la Intolerancia y que recogía cientos de agresiones en toda España. 




			



			 




			EL ABANDONO DE LA VÍCTIMA DEL ODIO  




			



			 




			La víctima del delito de odio, en especial de la violencia, ha padecido singularmente un significativo abandono. Nadie duda de que obtengan un juicio justo, pero tras la posible notoriedad del suceso, si es el caso, la víctima no solo vive el abandono social a su suerte, sino que suele sufrir la estigmatización o etiquetamiento justificador de su desgracia, la soledad y la falta de apoyo psicológico, la desinformación sobre el proceso seguido ante el crimen que padece, las múltiples presiones a las que se somete en el mismo, e incluso durante el juicio oral o en el revivir del drama padecido.  




			Entendemos lógico reclamar una intervención positiva del Estado, cuya responsabilidad subsidiaria en una sociedad democrática es obviamente exigible de manera que sea restauradora, reparadora o al menos paliativa. No se alcanza a entender los avances, loables, que han tenido las víctimas del terrorismo y de la violencia de género, mientras que la víctima del delito de odio y discriminación carece de atención específica. Quizá esta sea una de las asignaturas pendientes que deba resolver la prometida Ley de Igualdad de Trato del gobierno socialista. 




			El agresor selecciona a la víctima del crimen de odio bien por su aspecto (ser negro o llevar rastas, por ejemplo), por su ideología o creencias (como ser antifascista, musulmán o judío), por su origen nacional (ser inmigrante o refugiado), por su orientación sexual (como en el caso de gays, lesbianas o transexuales), por su condición de pobreza (los sin techo), por enfermedad o minusvalía o cualquier otra condición o circunstancia que al intolerante le lleve a negar la dignidad y derechos de estas personas, e incluso a considerar que son «vidas sin valor» en la más pura interpretación nazi de la existencia humana, justificando así su deseo de matarlas o agredirlas gravemente. Por lo general, la víctima no advierte que está en peligro cuando se encuentra delante de su agresor o agresores. No suele defenderse. En ocasiones no llega a cruzar ni una sola palabra con sus atacantes. No es consciente de estar ante depredadores.  




			Tras la agresión, cuando no es mortal, la víctima entra en un estado de shock ante el inexplicable ataque y busca cuál es el origen del mismo, interiorizando bien una culpa, bien una impotencia generada por la imposibilidad de modificar su color de piel, su origen inmigrante, sus creencias, su orientación sexual o la condición social que le ha hecho ser seleccionada como objetivo de la intolerancia. Además, suele quedarse sola, sin que nadie le explique por qué ha sufrido un brutal ataque, circunstancia que estamos paliando desde las oficinas de atención a las víctimas del odio y la discriminación impulsadas por diversas ONG con el apoyo del Consejo Nacional de Igualdad de Trato y otros departamentos gubernativos.  




			Luego llega un auténtico calvario y una profunda marca vital, el miedo a ser atacado de nuevo. El miedo de la víctima, de su familia, de sus amigos, de su colectivo, y la impotencia ante lo súbito, sorpresivo y en apariencia irracional del ataque. Pero no es verdad, estos ataques obedecen a una lógica muy meditada que daña profundamente a la víctima y a las sociedades democráticas por el trabajo de demolición que realizan sobre la convivencia, además de la desconfianza que trasladan hacia las instituciones al no atajar estas agresiones. No se ataca de frente al Estado, se ataca a lo más vulnerable de una sociedad, sus gentes más débiles, y de manera indirecta se ataca a las instituciones democráticas por su falta de acción o eficacia a la hora de resolverlo. 




			La víctima y su familia quedan desorientadas. Si tiene circunstancias especiales como puede ser un inmigrante sin papeles, le resulta muy difícil poner una denuncia de su agresión, incluso cuando se lo aconsejamos; la desconfianza en la policía y el miedo a ser deportado o ingresado en un CIES (Centro de Internamiento para Extranjeros) por el hecho de no tener papeles contribuyen a su negativa a formalizar la denuncia y probablemente dirá que ha sufrido un accidente. También, aunque en menor escala, sucede con los que tienen papeles. Si es una persona agredida por su orientación sexual, acostumbra a sufrir desconfianza, pues va a tener que «salir del armario» y eso no a todos convence porque quiebra su privacidad. Lo mismo ocurre con los sin techo: algunos lo han manifestado a los periodistas cuando les entrevistan, porque luego vuelven a la calle y los cabezas rapadas salen por las noches a atacarlos. Hay muchas víctimas que no denuncian: transexuales, musulmanes o cualquier persona que interprete que esto puede ocasionar un riesgo adicional para su seguridad.  




			Personalmente, en mi trabajo de atención a la víctima he vivido esa casuística: algunos vienen para que denunciemos nosotros porque ellos dicen que no pueden. Dramático fue el caso de un invidente en Moncloa agredido por neonazis, deducción hecha al escuchar sus expresiones y gritos, donde la persona agredida me decía que luego él volvía a su casa en esa zona y estaba inerme frente a una posible repetición de la agresión. 




			El miedo a las represalias siempre está presente, porque los amenazan y, si pueden, lo llevan a la práctica. Muchas víctimas después de ir a la comisaría han retirado la denuncia por esas amenazas. Otras incluso se han marchado del país. Es llamativo que ciertos cabezas rapadas detenidos, después de años de militancia y fechorías, puedan carecer de antecedentes penales y quizá sea esta una de las razones.  




			En verdad esta situación resulta inexplicable para una víctima y así lo trasladaba Mirelle, esposa de Miwa Buene, al manifestar que ellos huían de la guerra en el Congo y vinieron a España y su marido se encontró aquí con una tetraplejia por agresión racista, por su color de piel. Ella llegó a rechazar su color negro porque solo les traía problemas. La atención psicológica que le correspondía a la esposa de esta víctima directa secundaria era la que pudiera obtener del médico de la Seguridad Social. Es decir, nada específico. El déficit que observa la víctima entre su realidad y la contestación que debería ofrecer un Estado democrático, social y de derecho es importante, al apreciar que sus derechos no son defendidos con la premura e intensidad que merece. Más grave resulta cuando la víctima queda fuera de la pacata Ley de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual. Esta ley española no reconoce el derecho de la víctima al resarcimiento o indemnización estatal —como sucede con los delitos terroristas—, sino que trata de ofrecer una ayuda pública en determinados supuestos, dejando fuera a solicitantes víctimas del delito violento sin cargas familiares o que no dependan económicamente de ella, y sus ayudas son incompatibles con las cantidades que puedan derivarse de la responsabilidad civil, seguros privados o Seguridad Social.  




			Un ejemplo ha sido el asesinato de Carlos Palomino: su madre no es beneficiaria de la ley, aunque su hijo fuere de vital importancia para su vejez y aunque la pérdida de un hijo supone un quebranto en todos los órdenes para esa familia. Simplemente quedan fuera de la Ley de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual. Estas consecuencias económicas del delito golpean con especial dureza a las capas sociales más desfavorecidas y a las personas con mayores dificultades para insertarse en el tejido laboral y social.  




			Personalmente, opino que estamos lejos del espíritu de la Declaración de Naciones Unidas de 1985 sobre víctimas de delitos violentos. En cualquier caso, desde una perspectiva humanitaria y democrática, las reivindicaciones están abiertamente planteadas: una mayor y mejor atención de los poderes públicos a la víctima directa y sus familiares, unas mayores garantías procesales que eviten el desamparo y el maltrato, y la asunción de responsabilidades del Estado mejorando la cobertura indemnizatoria, sin discriminar frente a otros colectivos, algo que podría ser viable en la futura Ley de Igualdad de Trato y que debería, por justicia, extenderse a todas las víctimas del delito violento y superar ese significativo abandono de la víctima del odio y la violencia con la fuerza, la dignidad y el amparo de la ley en un Estado democrático, social y de derecho.  




			



			 




			LA ACCIÓN POPULAR, DERECHO CONSTITUCIONAL EN ESPAÑA 




			



			 




			El primer ejercicio de acción popular que interpusimos frente a un crimen de odio fue por el asesinato de Ricardo Rodríguez, un joven punki brutalmente golpeado por cabezas rapadas en Costa Polvoranca (Alcorcón) y apuñalado en el corazón por un neonazi apodado el Mallorquín. No teníamos experiencia y nuestros abogados fueron Juan María Bandrés, que era presidente de la CEAR (Comisión Española de Ayuda al Refugiado), y Marco Gómez de la Serna, que nos ha acompañado en numerosos procedimientos en todos estos años. 




			Unos meses antes se había producido otro asesinato neonazi de un joven toxicómano muy cerca de nuestra asociación, en la zona de Chueca (Madrid), y nos preguntábamos si no podíamos hacer algo más. Ese proceso intenso tras la decisión de apoyar a la familia, al que siguió otras personaciones —pues los crímenes de odio eran numerosos en aquella época—, nos dio la experiencia para poner en práctica este derecho constitucional en favor de las víctimas de la intolerancia. Es más, en esa primera ocasión tuve la oportunidad de conocer al hoy secretario de Estado de Seguridad, Antonio Camacho, gracias a su brillante intervención como fiscal en la causa. Después continuamos con más personaciones ejerciendo la acción popular hasta el día de hoy. 




			La acción o acusación popular es un derecho de los ciudadanos reconocido en el artículo 125 de la Constitución española. Cuestionado por su mal uso en diferentes procedimientos, no es el caso de Movimiento contra la Intolerancia, entidad pionera en Europa en la personación en defensa de las víctimas de crímenes de odio. Por lo general, hemos intervenido con personas que pertenecen a colectivos muy vulnerables, como los inmigrantes o las personas sin hogar, aunque no solo ellos: también nos hemos personado frente a potentes organizaciones neonazis de alcance internacional como Hammerskin o Blood and Honour, lo que nos permite tener una visión muy directa del problema. Valorada nuestra acción muy positivamente, incluso por los magistrados, este ejercicio democrático de solidaridad con la víctima es un ejemplo de buena práctica que esta asociación quiere extender en Europa, contribuyendo a la seguridad, a la serenidad de los colectivos señalados por los grupos de odio, confortando a la sociedad que en modo alguno se siente representada por estas conductas de intolerancia y sí por el ejercicio solidario de la acción popular como nos muestra con su notorio apoyo. 




			Se cumplen los veinte años del inicio de este combate intensivo contra el racismo y la intolerancia, una decisión tomada tras un trágico crimen que conmocionó a la sociedad española: el asesinato de Lucrecia Pérez, muerta por disparos de un neonazi, guardia civil, en una acción de comando con otros tres cabezas rapadas por el hecho de ser inmigrante, negra y pobre. Dijeron que iban a «limpiar España» y a detener la invasión —casi no había inmigrantes—, pero acabaron a tiros en una discoteca abandonada de Aravaca.  




			No creo haberme equivocado al impulsar la creación de Movimiento contra la Intolerancia, de trabajar junto a las víctimas ejerciendo la asistencia y personación durante todos estos años. Tampoco considero un error poner en marcha el Informe Raxen, que denuncia los incidentes y delitos de racismo, xenofobia y otras manifestaciones de intolerancia. He transitado en mis sentimientos desde la impotencia al dolor, desde la tristeza por la soledad de la víctima hasta la inquietud por la dimensión del problema. Ahora estoy instalado en la esperanza de que pronto dispongamos de instrumentos suficientes para luchar contra esta lacra que tanto daña la convivencia. 




			No nos equivocamos cuando hablamos de odio y lo abordamos de forma holística, no como sentimiento y sí como conducta, de ahí que las víctimas que se han de considerar sean cuantitativamente más numerosas que las que oficialmente se consideran. Si el retraso en la actuación del Estado frente a los crímenes motivados por intolerancia es palmario, no digamos cómo está el panorama en el ámbito de la solidaridad con la víctima. En este caso el tratamiento singular y específico no existe. Siempre con secuelas por el hecho mismo de ser elegidas por su condición, quedan abandonadas a la dinámica básica de la víctima del delito; en general, ni siquiera se deriva una pequeña atención psicológica específica en estos casos. Quizá los últimos crímenes enjuiciados con gran impacto mediático, como han sido la muy grave agresión al congoleño Miwa Buene y el asesinato de Carlos Palomino, nos ayuden a cambiar la situación.  




			Una sociedad democrática que quiera avanzar en el respeto a los derechos humanos exige una legislación específica que construya instrumentos para encarar los delitos de odio; requiere voluntad institucional, planes integrales contra la intolerancia y sus manifestaciones (racismo, xenofobia, antisemitismo, islamofobia, sexismo, homofobia, discriminación...); requiere una actuación decidida de la Justicia y, cómo no, un compromiso social colectivo para evitar aquello que expresó Martin Luther King: «Tendremos que arrepentirnos no tanto de las acciones de la gente perversa, sino de los pasmosos silencios de la gente buena».  
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